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Ignacio Martínez García, Abogado · N.I.F. 27475800-T · Col. I.C.A. Murcia nº 2.458                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                

A LA MINISTRA DE SANIDAD, CONSUMO

 Y BIENESTAR SOCIAL
IGNACIO MARTÍNEZ GARCÍA, abogado cuyos datos encabezan este folio, comparezco en representación AVITE, ASOCIACIÓN DE VÍCTIMAS DE LA TALIDOMIDA DE ESPAÑA, con CIF G-73303026  -según acredito mediante poder notarial (doc. 1)-, y digo:
Que con fecha 20-2-19 se le ha notificado a mi representada plazo de 15 días hábiles para evacuar trámite de audiencia sobre el proyecto de REAL DECRETO POR EL QUE SE REGULA EL PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN DE AYUDAS A LAS PERSONAS AFECTADAS POR LA TALIDOMIDA EN ESPAÑA DURANTE EL PERÍODO 1950-1985, y conforme a lo anterior paso a hacer las siguientes
ALEGACIONES

PRIMERA: AVITE SE OPONE FRONTALMENTE AL PROYECTO DE REAL DECRETO. MOTIVOS PRINCIPALES.-

Es evidente que nadie puede tener más intención que Avite en que cuanto antes se implementen las ayudas contenidas en la Ley 6/2018, las cuales son fruto de su esfuerzo ímprobo por sacar adelante una histórica reivindicación -asombrosamente- aún pendiente de solucionar en España. Sin embargo los afectados se niegan en rotundo -tal cual votaron masivamente en asamblea extraordinaria de Avite en diciembre pasado celebrada ad hoc- a hacerlo con una nueva violación de sus derechos.

Los motivos principales de oposición de Avite a este proyecto son los siguientes:

i) No se regula la exención fiscal de las ayudas, lo que es punto principal para evitar que lo que las víctimas reciben con una mano lo pierdan con la otra vía impuestos. Estas ayudas tienen como cometido -con 60 años de retraso- auxiliar el penoso día a día de las víctimas, para lo que necesitan medios materiales y sobre todo personales por su dependencia de terceros, medios que hay que costear. A este respecto es la “exposición de motivos” del propio proyecto la que establece:
...Los últimos estudios médicos internacionales informan de los problemas añadidos que se producen con el envejecimiento de las personas afectadas, lo que provoca un agravamiento de la situación personal y, en consecuencia, una dependencia más severa.
Pues bien, ningún sentido tendría entonces que no se regulase una exención fiscal, pues dados los tipos vigentes en España del IRPF, de no hacerse, aproximadamente el 50% del dinero volvería al Estado sin cumplir el fin que dispuso el legislador.
ii) Se pretende rebajar lo establecido en la ley respecto del alcance de las ayudas alterando uno de los factores a multiplicar, a saber, los puntos de discapacidad de los afectados.
iii) Asimismo se pretende otra rebaja mediante la deducción de ayudas anteriores, lo que es contrario al texto de la ley.

iv) Se parte de unos cálculos económicos que no se corresponden con la realidad, y pueden suponer una tentación de compensarlos reduciendo el número de reconocimiento de afectados.
v) No se establecen plazos para el reconocimiento oficial de afectados por el Instituto Carlos III, sin el cual todo es papel mojado.

vi) Es preciso resaltar del texto el protagonismo de la farmacéutica Grünenthal en la producción del daño como única propietaria de la patente en España para evitar malentendidos.

vii) Se han obviado varios asuntos no menos importantes: regular la situación de los afectados cuyas fechas de concepción no encajan  entre 1950 y 1985; y desarrollar lo contemplado en la LGPE 6/2018 sobre prótesis y prestaciones farmacéuticas.
viii) Igualmente, por último, el Gobierno ha soslayado completamente el mandato que le impone la LGPE 6/2018 de recabar la colaboración económica de Grünenthal para paliar el daño.
SEGUNDA: SOBRE LA NO EXENCIÓN FISCAL. NO SE RESPETA LA PROPOSICIÓN NO DE LEY DE 2016. SE INCURRE EN AGRAVIO COMPARATIVO Y SE GENERA INSEGURIDAD JURÍDICA.-

El 9 de enero de 2019 Avite mantuvo una reunión con la Secretaria de Estado de Hacienda. Esta reunión estuvo propiciada porque anteriormente ya se había consensuado un texto normativo con el Secretario General de Sanidad -que no era el que se presenta ahora, vid infra-, pero quedaba pendiente solucionar, o esclarecer, la exención fiscal de las ayudas. Lamentablemente ahora descubrimos que todo esto no fue sino una nueva pérdida de tiempo, ya que son hechos consumados que las reivindicaciones de Avite han sido rechazadas por el Gobierno con el proyecto sobre el que se alega.
Previamente a la reunión el letrado firmante envió un correo electrónico a la Secretaria de Estado de Hacienda -que se adjunta como doc. 2- en el que se daba cuenta de los siguientes antecedentes de imprescindible cita ahora -negritas en el correo original-:

1º) En 2004 se funda Avite. Hasta entonces oficialmente no hay afectados de talidomida en España, que según un ministro de sanidad de la época, ni siquiera se había llegado a vender en nuestro país. A raíz de la actividad inicial de Avite se aprueba en la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado:

D.A. Quincuagésima séptima. Indemnización a las personas afectadas por la Talidomida en España durante el periodo 1960-1965.

Uno. Se concederá una indemnización por una sola vez a quienes durante el periodo 1960-1965 sufrieron malformaciones corporales durante el proceso de gestación como consecuencia de la ingestión de talidomida por la madre gestante. Estas indemnizaciones serán compatibles con cualquier pensión pública a que el beneficiario tuviera derecho.

Dos. Las cuantías serán las siguientes:

A los afectados con un grado de discapacidad del 33% al 44%, 30.000 euros.

A los afectados con un grado de discapacidad del 45% al 64%, 60.000 euros.

A los afectados con un grado de discapacidad del 65% al 74%, 80.000 euros.

A los afectados con un grado de discapacidad del 75% o superior, 100.000 euros.

Tres. Se autoriza al Gobierno para que dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo de lo previsto en esta disposición adicional.

2º) Para desarrollo de lo anterior se aprobó el RD 1006/2010, a cuyo texto me remito, y de cuyas escasas ayudas se beneficiaron tan solo 24 afectados. En el mismo se dice:

Artículo 4. Financiación.

Las ayudas que se contemplan en este real decreto se financiarán con cargo al crédito presupuestario consignado en el presupuesto de gastos del Instituto de Mayores y Servicios Sociales para el año 2010 con el siguiente desglose: 3591.4870.8. No contributivo. «Ayudas sociales a los afectados por la talidomida».

3º)  Estos 24 afectados percibieron ayudas en total por menos de dos millones de euros. Ni tributaron en el IRPF ni se les reclamó nada por parte de la Agencia Estatal Tributaria.
4º) Desde 2010 a 2015 Avite llevó a los tribunales a la farmacéutica Grünenthal, y tras ganar el caso en primera instancia -20.000 euros por punto porcentual de discapacidad- vio su pretensión desestimada por la Audiencia Provincial de Madrid y luego el Tribunal Supremo por entender que había prescripción de la acción, si bien no se puso en duda ni el daño, ni el nexo causal del mismo con prácticas culposas de la farmacéutica alemana -se adjuntan las tres sentencias-. Además Avite continuó sus investigaciones históricas sobre quién, cuándo y cómo fue responsable en España de la tragedia. A resultas de lo anterior, y ante la evidente insuficiencia en rango de fechas de afectación durante la gestación, número de afectados reconocidos e importe de las ayudas del RD 1006/2010, se aprobó por unanimidad del Congreso de los Diputados  la PROPOSICIÓN NO DE LEY de 30/11/16 -adjunta-, que establecía:
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5º)  En respuesta a la PNL se aprueba la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018:

Disposición adicional quincuagésima sexta. Ayudas a las personas afectadas por la Talidomida en España durante el periodo 1950-1985.

Uno. Se concederá una ayuda a quienes durante el periodo 1950-1985 sufrieron malformaciones corporales durante el proceso de gestación compatibles con las descritas para la Talidomida, cuyo origen no pueda ser explicado por otras embriopatías o alteraciones cromosómicas siempre que la gestación se haya producido en España. Estas ayudas serán compatibles con cualquier pensión pública a que la persona beneficiaria tuviera derecho, y complementarias con la percepción de otras ayudas o prestaciones de análoga naturaleza y finalidad a las reguladas en esta disposición y, en concreto, con las ayudas establecidas en el Real Decreto 1006/2010, de 5 de agosto, por el que se regula el procedimiento de concesión de ayudas a las personas afectadas por la Talidomida en España durante el período 1960-1965.

Dos. El importe de la ayuda a percibir será el resultado de multiplicar 12.000 euros por cada uno de los puntos porcentuales de discapacidad reconocida a la persona afectada, por los organismos competentes, a la fecha de presentación de la solicitud de la ayuda.

Tres. Las personas afectadas por Talidomida en España tienen derecho a las prestaciones farmacéuticas y ortoprotésicas que sean precisas para desempeñar las actividades básicas de la vida diaria, así como para suplir las deficiencias causadas por las lesiones originadas por la embriopatía, estando para ello exentos de cualquier tipo de pago.

Cuatro. El Gobierno de España recabará de la compañía propietaria de la patente y, en su caso, de aquellas que hubieran realizado la distribución del fármaco en España la colaboración económica necesaria para la reparación de las víctimas, así como el reconocimiento del daño causado. Esta colaboración se destinará a incrementar proporcionalmente las cantidades reconocidas a las personas afectadas.

Cinco. Se autoriza al Gobierno para que dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo de lo previsto en esta disposición adicional.

6º) En el momento presente se comunica a Avite a través del Secretario Gral. de Sanidad D. Faustino Blanco y la Dtra. Gral. Imserso Doña Carmen Orte, que el Gobierno tiene intención de implementar lo establecido en la Ley 6/2018 mediante un real decreto cuyo texto -hasta donde conoce Avite- en lo que hace al asunto fiscal es igual que el de 2010: es pagador el IMSERSO a cuenta de una partida “no contributiva”, y no se dice nada más. 

7º) El art. 7 de la Ley 35/2006 del IRPF, anterior en el tiempo a todo lo expuesto, no contempla como renta exenta las que tienen su origen en los daños por la talidomida. Sin embargo sí recoge supuestos asimilables. Entre ellos, y sin carácter exhaustivo: 

Las prestaciones públicas extraordinarias por actos de terrorismo

Las ayudas de cualquier clase percibidas por los afectados por el virus de inmunodeficiencia humana

Las pensiones reconocidas en favor de aquellas personas que sufrieron lesiones o mutilaciones con ocasión o como consecuencia de la Guerra Civil, 1936/1939

Las indemnizaciones como consecuencia de responsabilidad civil por daños personales

Las pensiones por inutilidad o incapacidad permanente del régimen de clases pasivas, siempre que la lesión o enfermedad que hubiera sido causa de aquéllas inhabilitara por completo al perceptor de la pensión para toda profesión u oficio

 Las indemnizaciones satisfechas por las Administraciones públicas por daños personales como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos...en materia de responsabilidad patrimonial.

Las ayudas económicas reguladas en el artículo 2 de la Ley 14/2002, de 5 de junio (afectados por VHC).

8º) De especial interés es el caso de los infectados por VIH, ya que su exención fiscal se reguló en el art. 4 del Real Decreto-Ley 9/1993, de 28 de mayo. En aquella ocasión se recurrió a este instrumento normativo con la justificación que expresa el texto, que es plenamente aplicable al caso de la talidomida:

...deba considerarse un problema de auténtico alcance social que, como tal, requiere de los poderes públicos una respuesta singular, basada en un principio de solidaridad con los afectados.
Esta valoración ha prevalecido en la mayoría de países europeos, donde se han establecido esquemas solidarios de ayuda a los afectados financiados mediante fondos públicos...

El presente Real Decreto-ley pretende responder a esa necesidad de apoyo y solidaridad con los afectados...

Las ayudas acordadas se justifican exclusiva y específicamente en la excepcionalidad y trascendencia social del problema creado...

La elección del Real Decreto-ley como instrumento para formalizar las medidas previstas se ha impuesto por el hecho de que la evolución de la enfermedad y sus secuelas ha hecho muy difíciles las condiciones personales, sociales y económicas de los afectados, exigiendo la máxima celeridad en la puesta en práctica de las ayudas.
9º) Respecto de nuestro entorno europeo -y mundial-, hasta donde sabe Avite todas las ayudas con dinero público o privado a los talidomídicos están exentas fiscalmente en todos los países. Se adjuntan archivos de la regulación al respecto de Irlanda, Canadá, Italia, Alemania, Brasil y Reino Unido, sin perjuicio de que haya más.

10º) Por último conviene recordar que con independencia de la prescripción en vía judicial y de la responsabilidad de Grünenthal -vid el punto cuarto de la disposición adicional quincuagésima sexta de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018 antes citada-, es objetivo que el Estado español es corresponsable de la tragedia de la talidomida en España, y esto se deriva de un hecho objetivo: la LGPE 6/2018 establece ayudas a las personas afectadas por la Talidomida durante el periodo 1950-1985.
Pues bien, la talidomida se retiró de todo el mundo a finales de noviembre de 1961, cuando se supo con certeza los daños que causaba. Y el simple hecho -entre otros muchos que por economía ahora no se desarrollan- de que un país permitiese que siguiera circulando hasta 1985 habla de la negligencia que ha existido en la Administración Sanitaria.

Siendo el país más castigado por esta lacra, España tiene el honor de ser el único que sigue, a día de hoy, sin haber hecho efectivas las ayudas -salvo el gesto que para unos pocos supuso el RD 1006/2010, del todo insuficiente, como demuestra la PNL de 2016 y se ha dicho-.

............
Con estos antecedentes una y otra vez Avite le ha pedido dos cosas al Gobierno: o aclara que lo que perciban los afectados está exento del IRPF -como de facto sucedió con las ayudas del RD 1006/2010-, o establece expresamente la exención fiscal, lo que hace que no valga un real decreto como instrumento normativo, sino que haya que recurrir a un real decreto ley como el citado de los afectados por el VIH -Real Decreto Ley 9/1993, de 28 de mayo-, el cual por cierto fue aprobado por un Gobierno tan social y del PSOE como el actual.
Es evidente que de nada ha servido. No se ha hecho ni una cosa ni otra, lo que no es aceptable por ser contrario a la PNL y constituir un agravio comparativo. 
Ahora incluso a todo lo anterior se le suma otro argumento con la exposición del texto de RD. Antes he hecho mención a la tributación de nada menos que en torno al 50% que tendrían que soportar los afectados en su IRPF, tributación que por el tramo autonómico de este impuesto supondría un ingreso tributario para las CCAA. Sin embargo, obsérvese que en el ANÁLISIS DE IMPACTOS se dice que el proyecto afecta a los presupuestos del Estado, pero no al de otras Administraciones Territoriales. Y para ninguna de las dos administraciones contempla un ingreso. Más adelante, en sede de IMPACTO PRESUPUESTARIO, se asevera:
...La propuesta no produce efectos financieros negativos sobre las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, tanto por el lado de gasto como del ingreso.
Esto sería así si lo cobrado por los afectados estuviera exento fiscalmente, como de hecho, vuelvo a decir, ocurrió con las ayudas del RD 1006/2010...
Y de aquí surge el problema: reiteradamente Avite lo que le ha demandado al Gobierno según he dicho es que o bien exprese que para nuestro ordenamiento las ayudas están exentas fiscalmente; o bien regule la exención fiscal. Pero no hace ni una cosa ni otra, sino que incurre en contradicción. En la reunión de 9 de enero pasado con la Secretaria de Estado de Hacienda, ella y sus colaboradores expresaron verbalmente que no creían que hubiese exención fiscal, y que regularla conllevaría estudios presupuestarios conjuntos con las CCAA por el impacto en sus ingresos. Ahora sin embargo el proyecto -en el apartado DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN Y CONSULTAS- dice que cuenta con un informe de Hacienda. ¿Qué informe? A Avite se le dijo que no existía, y de lo que se da traslado ahora no resultan más que contradicciones, porque, si se dice que no tiene repercusión en ingresos tributarios en las CCAA ¿eso quiere decir que está exento de IRPF el pago? Y si lo está ¿por qué no se dice claramente? Y si no lo está ¿por qué se dice que no tiene impacto en las CCAA?

En definitiva todo esto no es hacer las cosas bien, ni en cuanto al fondo ni en cuanto a la norma. No es pues admisible el proyecto del Real Decreto en este trascendental punto.
TERCERA: ES CONTRARIO A LA LEY NO MULTIPLICAR TODOS Y CADA UNO DE LOS PUNTOS DE DISCAPACIDAD DE CADA AFECTADO.-

Como se dice Avite había consensuado con el S.G.S. Sr. Blanco un texto de la norma a salvo de ordenar la exención fiscal. La sorpresa mayúscula es que no solo como se ha dicho lo fiscal se ha obviado de plano, sino que tampoco se ha respetado lo pactado respecto del cálculo de la cantidad a percibir por cada afectado. Faltar a lo pactado ya es grave, pero lo que resulta una barrera infranqueable incluso para un Gobierno es infringir la ley que pretende desarrollar.
Lo que ordena la Ley 6/2018 es multiplicar 12.000 euros por todos y cada uno de los puntos porcentuales de discapacidad de cada afectado; y lo que pretende este borrador de Real Decreto es hacer una previa criba de ciertos puntos que se corresponderían con la talidomida en detrimento de otros que no.

Esto es inaceptable por tres motivos:

-Primero porque como se ha dicho es contrario a lo pactado con Avite. En las reuniones previas este punto ya fue tratado y los representantes del Ministerio y del Imserso aceptaron incluir una redacción muy clara en la que se multiplicaban todos los puntos sin distinción. De hecho así lo hicieron, y en reuniones posteriores el texto lo contempló con claridad meridiana. Lo cierto es que no se les permitía a los representantes de Avite llevarse copia del borrador ni fotografiarlo, y tristemente ahora sabemos por qué.
-En segundo lugar, esta redacción con toda seguridad será fuente de litigiosidad garantizada ante los tribunales de justicia de mantenerse, ya que es difícil, si no imposible, deslindar el alcance de la embriopatía por talidomida en el conjunto de taras que aquejan a cada afectado. Uno de ellos por ejemplo puede tener focomelias que a lo largo de los años hayan dado lugar a una escoliosis, que en sí misma no la causó la talidomida, sino que se deriva de la asimetría. A su vez todo esto podría generar una afectación general como la fibromialgia, de la que cabría decir otro tanto. 
-Por encima de todo, es que lo anterior es contrario a la Ley 6/2018, cuyo tenor literal dice:

...El importe de la ayuda a percibir será el resultado de multiplicar 12.000 euros por cada uno de los puntos porcentuales de discapacidad reconocida a la persona afectada
La ley es muy clara al establecer cada uno -o sea todos- los puntos, y donde la ley no distingue no es dable que lo haga el Real Decreto que la desarrolla, que en este caso, y obsérvese el matiz, dice:
El importe de la ayuda a percibir será el resultado de multiplicar doce mil euros por cada uno de los puntos porcentuales de discapacidad reconocida a la persona afectada, compatibles con las descritas para la talidomida...
Es claro que ese “compatible” espuriamente añadido es contrario a la ley, y en caso de ser preciso, así se hará valer ante los tribunales por Avite.
CUARTA: ES CONTRARIO DESCONTAR LAS AYUDAS DEL RD 1006/2010. ADEMÁS EL PROYECTO DE RD SE CONTRADICE EN ESTE PUNTO.-

Por la misma razón de infringir la Ley 6/2018 se rechaza este extremo.

La Ley es clarísima:

...Estas ayudas serán (...) complementarias con la percepción de otras ayudas o prestaciones de análoga naturaleza y finalidad a las reguladas en esta disposición y, en concreto, con las ayudas establecidas en el Real Decreto 1006/2010...
Y tan claro como es la Ley es cómo la contraviene el proyecto de RD:
La percepción de esta ayuda deducirá de su cuantía cualquier otra ayuda o prestación de análoga naturaleza y finalidad a las reguladas en este real decreto que haya podido recibir la persona beneficiaria, procedentes de cualquier administración o de entes públicos o privados, nacionales o internacionales, y en concreto con las ayudas establecidas en el Real Decreto 1006/2010, de 5 de agosto, por el que se regula el procedimiento de concesión de ayudas a las personas afectadas por la Talidomida en España durante el período 1960-1965.
Pero no es solo eso, sino que incluso el mismo proyecto de RD se contradice, pues tras decir lo antes citado en su art. 3, más adelante en el art. 11 establece radicalmente lo contrario -o sea, lo acorde con la Ley 6/2018-:

Asimismo, la percepción de esta ayuda será complementaria con la percepción de otras ayudas o prestaciones de análoga naturaleza y finalidad a las reguladas en este real decreto que haya podido percibir la persona beneficiaria, procedentes de cualquier administración o de entes públicos o privados, nacionales o internacionales, y en concreto con las ayudas establecidas en el Real Decreto 1006/2010.
Esta contradicción y el resto de lo que se denuncia evidencian una redacción nada cuidadosa, a pesar de que el Gobierno, con todos los medios personales con los que cuenta, ha dispuesto ya de ocho meses para haber hecho las cosas bien.
QUINTA: EL PROYECTO SE BASA EN CÁLCULOS IRREALES.-

Las bases económicas sobre las que se ha elaborado este proyecto de Real Decreto se corresponden con un ejercicio de ciencia ficción, pues por ejemplo contemplan una extrapolación de datos según la cual en Aragón, con 14 informes provisionales de afectados hechos, habría 11 positivos; en mayor proporción en La Rioja, sobre 4 casos estudiados, el 100% serían positivos... y sin embargo en Cataluña de 14 casos evaluados solo uno sería positivo. Es decir, que según el estudio presupuestario previo se parte de la hipótesis de que el 100% de los riojanos solicitantes de la ayuda serían beneficiarios, pero en el caso de los catalanes -que por población no son pocos precisamente- solo lo sería el 7%. Esto es solo una pequeña muestra de un trabajo que carece del mínimo rigor: es imposible que la talidomida castigase de pleno a Aragón y La Rioja... pero casi dejase indemnes a los catalanes. 
Con estas erróneas bases se pretende financiar lo establecido en la Ley 6/2018 con 20 millones de euros, a pesar de que en las reuniones mantenidas lo que se le dijo a Avite es que se contaba con mucho más dinero, y en todo caso se implementaría  hasta donde fuese necesario.
Este planteamiento de gasto no creíble no solo afecta a la parte presupuestaria del Real Decreto -por hacerla absolutamente insuficiente-, sino que anticipa una consecuente litigiosidad por un procedimiento de reconocimiento de afectados no riguroso, pues si lo presupuestado es una muy pequeña parte de lo que se ha de pagar -¿7%, 10%, 15...?-, la tentación de reducir el número de beneficiarios -recordemos que no existe un diagnóstico médico 100% objetivo, sino que se hace por descarte-, será grande.
SEXTA: NO SE ESTABLECE PLAZO PARA EL RECONOCIMIENTO OFICIAL DE AFECTADOS POR EL INSTITUTO CARLOS III.-

Todo lo que aquí se pretende regular es papel mojado mientras no haya previamente reconocimiento oficial de afectados, para lo que el proyecto establece una suspensión del procedimiento, pero nada dice de plazos concretos.
El tiempo pasa -60 años-, las víctimas mueren... No es soportable que el Estado, con todos sus medios, siga sin comprometerse a nada en los plazos. Obsérvese que la PNL de 2016 establecía un plazo máximo de percepción de indemnizaciones en 2018; que la LGPE es de 2018...

...Y ahora, ingenuamente el texto del proyecto dice: 

...no está prevista la finalización de las evaluaciones hasta finales de 2018.

Pero resulta que estamos bien entrados en 2019, y sigue sin existir ni un solo reconocido oficial.

¿Hasta cuándo tienen que esperar las víctimas? ¿Otorga este texto la seguridad jurídica que predica? Evidentemente no.

Por todo ello se ha de regular un plazo máximo para el reconocimiento de afectados desde su solicitud, ordenando silencio administrativo positivo para el caso de no cumplirse.

SÉPTIMA: ES PRECISO DESTACAR EL PROTAGONISMO DE GRÜNENTHAL.-

La introducción o “exposición de motivos” del proyecto dice:
...La comercialización en España de las especialidades farmacéuticas del principio activo de la Talidomida se realizó por los laboratorios MEDINSA, como distribuidora de GRÜNENTHAL, PEVYA, Farmacológicos NESSA S.A. y el Instituto Farmacológico Latino S.A.
Siendo tal cosa cierta, no es una verdad completa: Grünenthal es la única propietaria de la patente en España -y además es el único laboratorio que permanece en activo y  tiene como principal cliente en nuestro país a la medicina pública-.
Y no solo eso, sino que los tribunales se han pronunciado expresamente sobre la responsabilidad de Grünenthal -por acción u omisión- por todos los daños causados por la talidomida en España, ya se correspondan por fármacos fabricados y comercializados por ella, ya por el resto de laboratorios. Así, la STS 20/10/15 confirmó la SAP Madrid 13/10/14, que decía:
...En consecuencia, aunque no pueda determinarse, respecto de cada uno de los perjudicados por el principio activo de la talidomida, la especialidad que a su progenitora se le administró en el periodo crítico de gestación, se ha de derivar la responsabilidad de GRÜNENTHAL, y por tanto, de su representante en España MEDINSA, pues permitieron que los otros laboratorios comercializaran especialidades con el principio activo de  la talidomida, con vulneración de sus derechos respecto de la patente, o  bien no realizaron actividad alguna para su retirada al vulnerar sus derechos, no consta acción alguna a tales efectos, ni tan siquiera una mera comunicación haciendo constar su disconformidad con su comercialización e infracción de sus derechos; es más, una vez tuvieron conocimiento de los efectos teratogénicos, ni tal siquiera consta se les remitiera, a los otros laboratorios, ninguna comunicación semejante a la efectuada por Grünenthal a su representante en España (MEDINSA).

Por lo tanto, se ha de apreciar la solidaridad impropia, pues en el presente supuesto sí se ha de apreciar que Grünenthal o su representante MEDINSA participaron, bien por acción o por omisión, en el resultado, pues permitieron que otros laboratorios comercializaran especialidades con talidomida, infringiendo sus derechos, o no realizaron actividad alguna para impedirlo.

Sin embargo la redacción del proyecto en este punto antes citada induce a pensar que en el desastre fueron autores, en plano más o menos de igualdad, cuatro laboratorios, entre los que se encontraría Grünenthal -y su distribuidora Medinsa-. Esto no se corresponde con la realidad y tiene trascendencia acerca de la obligación que establece la LGPE 6/2018 de recabar de Grünenthal colaboración económica.

Conforme a lo anterior este párrafo debería cambiarse por:
...La comercialización en España de las especialidades farmacéuticas del principio activo de la Talidomida fue posible por la farmacéutica Grünenthal, única propietaria en nuestro país de la patente, sin perjuicio de la participación secundaria de su distribuidora MEDINSA, así como de los otros laboratorios  PEVYA, Farmacológicos NESSA S.A. y el Instituto Farmacológico Latino S.A.
OCTAVA: NADA EN EL PROYECTO CONTEMPLA LA OBLIGACIÓN DEL GOBIERNO DE RECLAMAR A GRÜNENTHAL.-

Como he citado antes, la LGPE 6/2018 en su D.A. 56ª dice:

Cuatro. El Gobierno de España recabará de la compañía propietaria de la patente y, en su caso, de aquellas que hubieran realizado la distribución del fármaco en España la colaboración económica necesaria para la reparación de las víctimas, así como el reconocimiento del daño causado. Esta colaboración se destinará a incrementar proporcionalmente las cantidades reconocidas a las personas afectadas.

Enlazando con el punto anterior la petición obviamente ha de ser a Grünenthal, laboratorio que para vergüenza de los españoles sigue lucrándose con el presupuesto de la sanidad pública sin haber pagado un euro pese al inmenso daño que causó. En este sentido hay que recordar que la vía judicial del caso de la talidomida en España concluyó con la estimación  de prescripción de la acción en las sentencias citadas, pero antes bien claro dejaron que Grünenthal actuó culposamente y que en España además siguió vendiendo talidomida más allá de noviembre de 1961, cuando la había retirado del resto del mundo por conocerse ya sus efectos devastadores en los fetos.
Es cierto que este proyecto de RD se centra solo en el pago de las ayudas, que es una parte de los establecido en la LGPE 6/2018, lo que no quita para que Avite ponga de manifiesto la inacción del Gobierno para reclamar a Grünenthal, y la necesidad de que se regule cómo y cuándo se hará efectivo ese mandato legal.
NOVENA:  PRESTACIONES FARMACÉUTICAS Y ORTOPROTÉSICAS Y AFECTADOS FUERA DEL PERÍODO 1950-1985.- 

Con el mismo argumento que el punto anterior Avite denuncia que el proyecto de RD también es incompleto en cuanto nada desarrolla acerca de lo establecido en la LGPE 6/2018 cuando dice:
Tres. Las personas afectadas por Talidomida en España tienen derecho a las prestaciones farmacéuticas y ortoprotésicas que sean precisas para desempeñar las actividades básicas de la vida diaria, así como para suplir las deficiencias causadas por las lesiones originadas por la embriopatía, estando para ello exentos de cualquier tipo de pago
Por último, si bien es cierto que la citada ley delimita su ámbito a los afectados gestados entre 1950/1985, rango temporal inaudito en el mundo entero -allende nuestras fronteras no hay talidomídicos gestados después de noviembre de 1961-, y que solo se justifica por la codicia  y la maldad de Grünenthal, así como la pasividad y negligencia del Estado, desgraciadamente en Avite se cuenta con socios afectados que están fuera de estas fechas -gestados antes de 1950 o después de 1985-, que incluso tienen oficialmente filiadas sus discapacidades como secundarias a la talidomida, por lo que el RD debe incluir excepcionalmente como beneficiarios de las ayudas a este grupo siempre que acrediten su condición de víctimas del fármaco mediante resolución administrativa o sentencia firme.
DÉCIMA: CONCLUSIÓN.-
En resumen, AVITE SE OPONE FRONTALMENTE AL PROYECTO DEL REAL DECRETO presentado, y se lamenta de estar perdiendo la oportunidad de que aunque sea con 60 años de retraso se pueda, de una vez por todas, solucionar el problema. Y lo más triste es que el Ministerio y el Gobierno saben perfectamente, porque se le ha expresado por Avite en múltiples ocasiones, que este no es el camino.
Es voluntad de Avite expresada por sus socios por casi unanimidad -un solo voto frente a casi trescientos- en Asamblea general extraordinaria hace tres meses el luchar por este justo objetivo, y así lo hará, recurriendo de ser necesario a los tribunales.

Conforme a lo anterior, 
 SOLICITO: Que se tenga el trámite por efectuado y se resuelva de manera acorde a estas alegaciones.

Murcia, 10 de marzo de 2019.

Fdo.: El letrado y representante de Avite, Ignacio Martínez.
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